SECUESTRO SIMPLE AGRAVADO

RADICACIÓN: 660016001248-2008-00122-01

PROCESADO: KENNY JERSON GARCÉS DÍAZ y OTRO


REPÚBLICA DE COLOMBIA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO

SALA NO. 3 DE ASUNTOS PENALES DE ADOLESCENTES
MAGISTRADO PONENTE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de mayo de dos mil nueve (2009)
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 189
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	9:30 a.m.

	Imputado: 
	Kenny Jerson Garcés Díaz y Didier Orlay Triana

	Delito:
	Secuestro simple agravado

	Víctima:
	Fernando Díaz Torres

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal para Adolescentes con funciones de conocimiento de Pereira

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la providencia interlocutoria de fecha catorce (14) de abril de 2009, por medio de la cual se negó un cambio de medida.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día veintinueve (29) de mayo de 2008, aproximadamente a las 7:30 a.m., varios adolescentes que permanecían bajo medida de internamiento en el Centro de Reeducación “Créeme” de esta capital, tomaron como rehén al educador de nombre FERNANDO DÍAZ TORRES a quien amarraron, amordazaron e intimidaron con armas blancas y amenazas de muerte. Pasadas unas siete horas, integrantes del grupo GAULA antisecuestro lograron penetrar al recinto y rescatar al retenido mediante el uso de la fuerza.
1.2.-  A instancias de la Fiscalía, se llevaron a cabo el día treinta (30) de mayo de 2008 las audiencias preliminares ante el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con función de Control de Garantías, momento en el cual se formuló imputación a los jóvenes KENNY JERSON GARCÉS DÍAZ, DIDIER ORLAY TRINA, JHON ÁNGEL BUTRAGO CAMPUZANO y JOHAN SEBASTIÁN GRAJALES HOYOS, por la conducta punible de SECUESTRO SIMPLE AGRAVADO al tenor de lo dispuesto por los artículos 168 y 170.13 del Código Penal, en armonía con el artículo 14 de la Ley 890 de 2004. Los cargos fueron ACEPTADOS por ambos indiciados.  
1.3.-  Ante ese allanamiento unilateral, el asunto pasó al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento, cuya titular dispuso la celebración de la audiencia de imposición de sanción, al cabo de la cual y con fecha 08-09-08, profirió fallo de condena por medio del cual: (i) declaró penalmente responsable a los acusados en congruencia con los cargos imputados y admitidos; y (ii) les impuso sanción de privación efectiva de la libertad por el término de 24 meses a GARCÉS DÍAZ y ORLAY TRIANA, y 48 meses para GRAJALES HOYOS y BUITRADO CAMPUZANO.
1.4.- Posteriormente, en cumplimiento de la medida de internamiento impuesta, la profesional de la defensoría pública que atiende los intereses de KENNY GARCÉS y DIDIER TRIANA, solicitó a favor de sus procurados el cambio de medida hacia una libertad vigilada, petición que fue despachada en forma desfavorable por la jueza de primer grado, con fundamento en: (i) la sanción finalmente impuesta mediante sentencia es proporcional a la infracción ejecutada, debido a la gravedad de la conducta atribuida; lo dicho, en cuanto no sólo atentaron contra la liberad de una persona, sino también contra su integridad personal; (ii) al momento de la comisión del hecho, ambos adolescentes ya se encontraban recluidos en el Centro de Reeducación en cumplimiento de otras medidas precedentes; y (iii) se hace necesario la continuidad de la privación de libertad decretada, por cuanto es relativamente corto el tiempo que llevan recluidos y porque se hace necesario proteger a la sociedad y a las víctimas como uno de los objetivos principales de la codificación penal para adolescentes que se ubican al margen de la ley.
1.5.- La togada no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual se admitió el recurso y se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- El Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Dice no compartir la posición asumida por la primera instancia, con fundamento en que la decisión no valoró los avances positivos, los logros que han obtenido los jóvenes en el interior de la institución donde actualmente se encuentran. Se olvidó de los adolescentes como personas dignas que están en primer plano de toda consideración. Tampoco se pensó en el proceso reeducativo, apenas se habló de la necesidad de una sanción para perjudicarlos.
Nuestra sociedad no brinda igualdad ni oportunidades, no existe una educación preventiva, sólo se soluciona el problema con el encierro. Pero siendo así, es necesario mirar el principio de proporcionalidad, porque los factores que entraña son integrales. En ese orden se deben valorar elementos de convicción nuevos, como sería por caso los reportes del Comité Interdisciplinario de la Escuela de Trabajo “La Linda” donde cumplen su ubicación institucional.

Mucho menos la funcionaria de primer grado valoró en forma integral el requisito de necesidad de la sanción, porque se fue únicamente al aspecto objetivo en cuanto a que aún no se había cumplido el tiempo suficiente para una libertad condiciona, pero olvidó lo subjetivo que aquí es prioritario, en cuanto estos jóvenes dada su inmadurez no requieren un tratamiento tan prolongado. Aquí no se trata de tiempo como cantidad, se trata de “calidad de tiempo” que se observa en los resultados obtenidos.
Esos factores objetivos externos (gravedad de la conducta y tiempo por cumplir), ya son temas superados al momento de proferirse la sentencia. Lo que ahora se requiere es una estimación de la proporcionalidad con respecto al fin propuesto, acerca de lo cual aclara que aquí no se puede pretender obtener “ciudadanos perfectos”.

De conformidad con las reglas internacionales aplicables a los menores, a ellos se les puede dejar en libertad antes del tiempo establecido. La misma codificación interna (artículo 187 CIA), autoriza que una parte de la sanción sea sustituida por una medida en libertad. En ese orden, es partidaria que a sus protegidos se les beneficie con una medida de LIBERTAD VIGILADA.

2.2.- Ministerio Público -no recurrente-

Dice compartir los argumentos esbozados por la defensoría pública, por cuantos los jóvenes aquí comprometidos no querían lucrarse, no se trató de un secuestro extorsivo, ni atentaron en forma efectiva contra la vida o la integridad personal del educador retenido, sólo buscaban que se les resolviera la situación jurídica en forma favorable.
2.3.- Defensora de Familia -no recurrente-

Es del criterio que el Tribunal debe confirmar la determinación de primer grado, porque está de acuerdo con la argumentación de la señora juez de instancia. 
La normatividad indica que “el juez podrá” variar la medida hacia la libertad, pero no es una obligación, sino una posibilidad que se debe analizar en cada caso específico. 

Solicita que se analicen los informes familiares y los institucionales para la toma de la decisión de segunda instancia; además, le parece importante escuchar a las madres de cada uno de los jóvenes involucrados, para hacer hasta qué punto en realidad existe compromiso en ellos y en el medio familiar para intentar retornarlos a la vida en comunidad.
2.4.- Representantes legales de los menores

2.4.1.- Madre de Kenny
Refiere que en caso de que su hijo salga de la institución, cuenta con la abuela que se encuentra en casa, dado que ella labora junto con sus hijas. Considera que su hijo sí está dispuesto a cambiar en forma positiva, porque así lo reflejan los informes rendidos en la institución donde se encuentra. En cuanto a la drogadicción de su hijo, está dispuesta a buscar un apoyo en ese sentido.

2.4.2.- Madre de Didier

Expone que su hijo ha presentado cambios favorables, como quiera que al menos ahora ya se puede dialogar con él. Es consciente que no le puede dedicar mucho tiempo a su hijo debido a que ella tiene que trabajar todo el día, así que DIDIER permanecerá en la casa con sus hermanos. El joven le ha dicho que ahora sí está dispuesto a dejar de corazón la droga que lo ha perjudicado, además, quiere trabajar para formar un hogar con su hija recién nacida.

Al final de la audiencia de sustentación, la Defensora de Familia hace constar que el ICBF está en capacidad de brindarle la ayuda terapéutica que requieren los menores para su problema de adicción a sustancias estupefacientes y así se lo hace saber a las progenitoras.

3.- La Decisión

Al Tribunal le corresponde asumir por competencia objetiva, funcional y territorial, la decisión de segunda instancia que en derecho corresponde dentro de la presente actuación.
Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado ante el temprano reconocimiento de responsabilidad penal por parte de los adolescentes involucrados. No se vislumbran irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación a etapas ya superadas.
Como se observó al momento de la sustentación del recurso, el tema básico de discusión es la procedencia de variar la medida actual de privación de libertad que sufren los adolescentes declarados penalmente responsables de una conducta de SECUESTRO SIMPLE AGRAVADA, por otra que permita su liberación, más concretamente una LIBERTAD VIGILADA a voces de la defensoría pública.

No penetrará por tanto la Corporación, en el análisis del grado de responsabilidad de los menores en estos hechos, ni en el quantum de la sanción impuesta, por ser ellos temas superados y con carácter de cosa juzgada al existir sentencia de condena debidamente ejecutoriada. Lo que corresponde ahora, es determinar si la pena de 24 meses de prisión impuesta se debe o no cumplir de manera efectiva hasta su total culminación, o este es el momento propicio para hacer una variación sustancial en tal sentido.

Desde un plano eminentemente teórico, a esta Sala de Decisión le corresponde decir que los planteamientos esbozados tanto por la funcionaria a quo acolitada por la defensoría de familia, lo mismo que por la defensoría seguida por el Ministerio Público, aunque aparentemente opuestos, son válidos. Aseverar por ejemplo, como lo hace la juez de conocimiento, que el factor gravedad de la ilicitud debe ser tenido en cuenta no sólo para efectos de la imposición de la pena sino para la continuidad de su cumplimiento, tanto en cuento a la protección de la sociedad en general como de las víctimas en particular, es totalmente cierto porque así lo pregonan las reglas internas y aquellas de rango internacional acogidas por Colombia para el juzgamiento de los menores infractores de la ley penal. Y a su turno, asegurar como lo hace la defensa que impugna, que muy a pesar de ello la medida de internamiento debe ser lo más breve posible y para ese fin se deben tener en consideración las condiciones personales del menor y su evolución en el proceso pedagógico y de protección, también es totalmente verídico.
Y ambos planteamientos teóricos son compatibles y no se rechazan, porque se trata en realidad de una ponderación de pesos y contrapesos, con un margen aún mayor de movilidad para el funcionario judicial en la nueva codificación que en la pretérita, pues recordemos que al tenor del artículo 201 in fine del Decreto 2737 de 1989, a las medidas de rehabilitación se les fijó un máximo de duración de tres (3) años, pudiendo modificarse en cualquier tiempo pero con revisión al menos una vez cada tres meses (art. 216 ibídem), en tanto en el actual estatuto se puede optar por la aplicación parcial de la pena en medio abierto –sin precisarse en qué proporción- (art. 187 CIA), y el juez la puede modificar en función de las circunstancias individuales del adolescente y sus necesidades especiales (art. 178 ibídem).
No existe entonces condicionamiento temporal alguno y quien vigila el cumplimiento de la sanción debe advertir las condiciones personales del sentenciado para efectos de la toma de la decisión, como situación que involucra desde luego un diagnóstico-pronóstico que entraña tanto su personalidad reflejada en el hecho cometido, como su evolución en el medio institucional y las relaciones familiares a efectos de sopesar el mejoramientos continuo para su reincorporación a la comunidad.
Para el caso concreto, encontramos que la conducta cometida es realmente grave, no sólo por el tipo penal objeto de censura -secuestro-, por cuanto se trata precisamente de uno de aquellos comportamientos a los cuales se refiere el segundo inciso del artículo 187 CIA como meritorios de una medida de privación de la libertad, sino porque aunque no se trató de uno de carácter extorsivo como lo menciona el representante del Ministerio Público, si concurre circunstancia específica de agravación tenida en cuenta al momento de la imputación y del correspondiente fallo, no otra que el hecho de haberse cometido la infracción “en un lugar de privación de la libertad” (numeral 13 del art. 170 C.P.).
Es que en verdad no puede pasar inadvertido que para el instante en que estos jóvenes cometieron la conducta, estaban internos en cumplimiento de otro compromiso judicial, situación que hace más reprochable el hecho, con mayor razón cuando la víctima fue precisamente un educador del centro reeducativo a quien le debían respeto y acatamiento.
Se trata sin lugar a dudas de una actitud altamente reprochable que ha hecho carrera en el interior del Centro “Créeme” de nuestra capital, al igual que en tantas otras regiones del país, y que ameritaba por su puesto la condigna y proporcional reacción oficial.

Encuentra la Corporación de todas formas, al hacer un análisis comparativo entre los reportes institucionales del Centro “Créeme” de esta capital y aquellos otros rendidos en la Escuela de Trabajo “La Linda” en Manizales, que muy seguramente estos jóvenes en particular no encontraron un medio propicio para su formación en la institución donde cometieron la infracción y ahora han logrado estabilizarse con el cambio de establecimiento, lo que por supuesto fue lo más recomendable para aquel momento crítico.

Lamentablemente, por muy positivos que se muestren hasta la fecha los reportes evolutivos, no considera el Tribunal que en esa proyección favorezca un cambio radical de medida hacia la LIBERTAD VIGILADA como lo ha sugerido la acuciosa defensora, dado que, si bien una modificación hacia la liberación definitiva no está prohibida por las reglas jurídicas y es por supuesto el fin último deseado, la problemática que enfrentaban los menores era realmente delicada y en su proceder reflejaron parte de su agresiva personalidad. Situación palpable si en cuenta se tiene su problema de adicción, su baja autoestima y las deficientes relaciones con quienes en condición de representantes legales acudieron a la audiencia.
Basta decir, por ejemplo, que en su exposición las madres reconocen el poco tiempo que han podido dedicar al cuidado de sus hijos, siendo patética la expresión utilizada por la madre de DIDIER quien de una manera espontánea nos dice que: “al menos ahora es un joven con el cual se puede dialogar”
Considera la Corporación, de común acuerdo con la juez de instancia y con la defensoría de familia, que no están dadas aún las condiciones para que ambos adolescentes retornen a su libertad; sin embargo, una revisión pormenorizada de la carpeta, enseña que son altamente recomendables los permisos periódicos a estos jóvenes para afianzar el proceso evolutivo. Así lo ha aconsejado la Escuela de Trabajo donde se encuentran, no sólo como un estímulo a su favorable actitud, sino porque se requiere poner a prueba el grado de compromiso del medio familiar con el proceso formativo.
De hecho, ya al joven KENNY JERSON se le habían otorgado permisos para acercamiento familiar, recreación en los juegos intercolegiados de la Hermandad y de aprendizaje en el SENA, con resultados hasta donde se sabe favorables; empero, se le negó por parte de la actual funcionaria del despacho la modalidad de “permiso abierto” sugerida por los directivos de la institución. En lo que hace con el joven DIDIER, es importante favorecer su rol paterno filial con el acercamiento a su hija recién nacida y generar de ese modo una identidad en tal sentido.
En conclusión, esta Sala de Decisión dispondrá la continuidad de la medida de privación efectiva de la libertad, pero con permisos periódicos consistentes en un fin de semana cada quince días hasta donde las condiciones personales y familiares lo permitan, con la exigencia ineludible de que cada progenitora reciba y retorne a la institución al lado de su respectivo hijo.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.),  CONFIRMA la decisión apelada en el sentido de mantener vigente la medida de privación de la libertad en centro especializado, pero ACLARA que los menores tendrán derecho a permisos periódicos en los términos y con la periodicidad indicada en el cuerpo motivo de esta providencia, previa suscripción de acta de compromiso. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

La Secretaria Ad-Hoc,

MARLENY GÓMEZ MEDINA
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